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INTRODUCCIÓN.

Los principios de autonomía de la voluntad y de igualdad son los que priman en el Código Civil y Comercial de la Nación. 
Por contraposición al Código Civil que limitaba la voluntad de las partes cuando celebraban acuerdos, que solucionaban conflictos familiares, por los caracteres especiales que revistió el Derecho de familia, cuyas normas en su gran mayoría tenían carácter imperativo y de orden público, limitando, la autonomía de la voluntad.

Actualmente los principios generales de los procesos de familia, se encuentran en el Artículo 706 Código Civil y Comercial de la República Argentina: “Principios generales de los procesos de familia. El proceso en materia de familia debe respetar los principios de tutela judicial efectiva, inmediación, buena fe y lealtad procesal, oficiosidad, oralidad y acceso limitado al expediente.

a) Las normas que rigen el procedimiento deben ser aplicadas de modo de facilitar el acceso a la justicia, especialmente tratándose de personas vulnerables, y la resolución pacífica de los conflictos.

b) Los jueces ante los cuales tramitan estas causas deben ser especializados y contar con apoyo multidisciplinario.

c) La decisión que se dicte en un proceso en que están involucrados niños, niñas o adolescentes, debe tener en cuenta el interés superior de esas personas.”
Cuando se habla de “resolución pacífica de los conflictos” se acentúa en la función conciliadora, aunque la sentencia también es una forma de resolución del conflicto.

Consideramos que en materia de familia, se prefiere una solución autocompuesta siempre que no afecte el orden público, ni el interés superior del menor y la familia, prefiriéndola a una sentencia impuesta por el juez. Esto porque las partes conocen el conflicto y las posibilidades de cada miembro de la familia para solucionarlo. 
Así en general, los conflictos familiares, encierran conflictos psicológicos, sociológicos y/o económicos, que no pueden comprenderse ni solucionarse sólo desde el punto de vista jurídico. 
Por ello, en materia de derecho de familia se favorece la aplicación de los medios alternativos de solución de conflictos como la conciliación y la mediación para facilitar su resolución, ya que las relaciones de familia y parentesco en general, son vínculos de duración y permanencia.

Por lo que las técnicas establecidas por el ordenamiento legal para lograrlo son: establecer una etapa previa de mediación, antes de presentar la demanda ante el juez.
En Tucumán, en virtud de la Ley Provincial n° 7844, se establece, Art. 1° “Instituyese con carácter obligatorio la Mediación previa a todo juicio, como método alternativo de solución de controversias, la que se regirá por las disposiciones de la presente ley.”
Así debemos tener en cuenta, como se realiza en la práctica cotidiana la adaptación de las causas mediables con la implementación del nuevo código.
Conceptos introductorios.
"Con el afianzamiento del régimen democrático de gobierno se comenzó a hablar entre nosotros de distintas maneras de resolver los conflictos interpersonales. Esto no es casual, porque sólo en democracia es posible pensar en la participación de los ciudadanos en las distintas instancias relacionadas con la vida social organizada". Adriana Schiffrin, "La Mediación: Aspectos Generales".

Los conflictos son parte de nuestra existencia. En el ámbito familiar, es importante reconocer y aplicar soluciones integradoras a las disputas que se presenten en la vida cotidiana de las familias.

De allí su importancia, ya que permite encontrar respuestas adaptadas a cada situación en particular, compatible con cada modelo de familia.

En la actualidad, se plantea la necesidad de un cambio de paradigma en la justicia tradicional, la que surge de la necesidad de dar respuestas a los justiciables frente a nuevos y diferentes modos de conflictos familiares.

La incorporación progresiva y eficaz de nuevos paradigmas en los Tribunales provinciales, podrá sustentarse con la valiosa colaboración de todos los operadores jurídicos involucrados y vinculados por el trabajo cotidiano.
Mediación. Marco legal en Tucumán. Concepto. Caracteres. Principios y garantías. Orden público y autonomía de la libertad. 

En Tucumán, la Mediación judicial, está regulada por la Ley 7844 y el dto. reglamentario 2960/14. Se desarrolla en el ámbito del Centro de Mediación Judicial, el que carece aún de división por fueros; por lo que recepciona causas civiles de diferente índole, entre ellas la mediación familiar por distintos temas.
Elena Highton y Gladys Álvarez definen a la Mediación como "un procedimiento no adversarial en el que un tercero neutral, que no tiene poder sobre las partes, ayuda a éstas a que en forma cooperativa encuentren el punto de armonía en el conflicto." y agregan que "la Mediación es un término utilizado para describir un conjunto de prácticas diseñadas a ayudar a las partes en controversia."
La Mediación podemos decir, es un sistema de negociación asistida, mediante el cual las partes involucradas en un conflicto intentan resolverlo por sí mismas, con la ayuda de un tercero imparcial (el mediador), que actúa como conductor de la sesión, ayudando a las personas que participan en la mediación a encontrar una solución que sea satisfactoria para ambas partes.
Las partes no ven al otro como un adversario ante el cual pueden ganar o perder sino que ven a la otra parte con espíritu de cooperación, construyendo en forma conjunta una solución. 
Las características que el proceso de mediación posee, que son las siguientes: 
-Es una negociación asistida, en la cual el mediador guía el proceso y asiste a las partes, permitiendo que estas actúen por sí mismas, sean las protagonistas del proceso, negociando y proponiendo soluciones. 
-Es un acto voluntario debido a que las partes son las que deciden participar o no en el proceso de Mediación, no estando obligadas a permanecer en el mismo ni a llegar a un acuerdo, sino que puede ponerle fin en cualquier momento. 
- Por el principio de confidencialidad, el mediador y las partes no pueden revelar lo sucedido en las audiencias salvo con la autorización de las partes.
- Es un procedimiento informal y flexible, tiene una estructura en la cual se utilizan herramientas y técnicas para alcanzar los acuerdos, pero no existen normas para el desarrollo del proceso. 
-Es un proceso neutral, por que el mediador trabaja en beneficio de todas las partes. 
-Generalmente, el mediador trata de preservar los vínculos entre las partes, mejorando o manteniendo las relaciones existentes entre ellas. El mediador solo facilita la comunicación entre las partes para que puedan resolver el conflicto.
 - Es rápido y menos costoso económica y emocionalmente. 
Los principios en los que se basa el proceso de Mediación, están enumerados en el Art. 7°.de la ley 7844 y son:
1-Comunicación directa entre las partes: el mediador busca facilitar la comunicación entre las partes, restablecerla o mejorarla. 
2-Satisfactoria composición de intereses: en este proceso se trabaja para beneficiar a las partes, buscando llegar a un acuerdo satisfactorio para todas ellas, que satisfaga tanta los intereses como las necesidades de los mediados. El acuerdo de mediación parte de los propios interesados, protegiendo los intereses de todos. Las partes son las autoras del acuerdo. 
3-Consentimiento informado: las partes deben ser informadas sobre el procedimiento, las opciones y alternativas posibles antes de decidir, para lo cual son asistidas durante el proceso por un abogado de parte, esto según el Art. 12 de la ley local. El mediador, mediante la utilización de las técnicas pertinentes, a su vez, resguarda la ausencia de vicios en la voluntad de acordar. 

4- Confidencialidad: compromiso de mantener reserva de lo que se hable, con esto se busca generar confianza en las partes no solo para que estas puedan hablar sabiendo que lo que dicen no puede ser usado en otro ámbito, sino también para lograr que se expresen con mayor libertad y comodidad. 

5- Voluntariedad: libertad de las partes para tomar sus decisiones durante el proceso. Las partes pueden decidir si concurren o no a la mediación, sino también de decidir permanecer o no, en el caso en que concurran. Las partes deciden participar o no en el proceso, y ponerle fin e cualquier momento, sin estar obligadas a llegar a un acuerdo. 
En la Ley Provincial de Mediación en su Art. 1,  se establece que: “Instituyese con carácter obligatorio la Mediación previa a todo juicio, como método alternativo de solución de controversias, la que se regirá por las disposiciones de la presente ley “, por lo que aclaramos que cuando hace referencia al carácter obligatorio de la mediación no se opone al principio de voluntariedad sino que la obligatoriedad es respecto a la asistencia a la primera audiencia del proceso de mediación, oportunidad en la que las partes, pueden manifestar que no desean participar de la misma, o no asistir, teniendo como consecuencia la imposición de una multa. 
6- Neutralidad: el mediador no debe estar a favor o en contra de ninguna de las partes, debe trabajar en beneficio de todos, debe ser imparcial, dejando sus valores, prejuicios y creencias de lado. No puede poner en riesgo el equilibrio de su posición, ya que deslegitimaría su rol y el proceso de mediación, generando desconfianza de las partes. 
En la Ley Provincial de Mediación y su reglamento se delimita la esfera de aplicación, Art. 3 ° ley 7844: “Quedan excluidas de la mediación prejudicial obligatoria las siguientes causas: 

a) Causas penales, salvo expresa voluntad del sujeto pasivo de someterse al procedimiento de mediación antes de asumir el rol de actor civil en las acciones civiles derivadas del delito y que tramitan en sede penal. 

b) Acciones de separación personal y divorcio, nulidad de matrimonio, filiación y patria potestad, con excepción de las cuestiones patrimoniales derivadas de éstas. El Juez deberá dividir los procesos, derivando la parte patrimonial al mediador. 

c) La fijación de alimentos provisorios. 

d) Procesos de declaración de incapacidad y de rehabilitación. 

e) Causas en que el Estado Provincial o Municipal, empresas autárquicas o sus entes descentralizados, sean parte. 

f) Amparos y Hábeas Corpus. 

g) Medidas cautelares hasta que se decidan las mismas, agotándose respecto de ellas las instancias recursivas ordinarias, continuando luego el trámite de la Mediación. 

h) Diligencias preliminares y prueba anticipada. 

i) Juicios sucesorios y voluntarios, con excepción de las cuestiones patrimoniales derivadas de éstos. 

j) Concursos preventivos y quiebras. 

k) Causas que tramitan ante la Justicia del Trabajo. “

Así, cuando hablamos de conflictos de índole familiar, nos encontramos frente a situaciones que pueden abarcar cuestiones de índole patrimonial y extra-patrimonial, por lo que las disposiciones de orden público seguramente atravesarán ambos universos. 
Entonces indiscutiblemente, nos cuestionamos ¿Cuál es el alcance de la autonomía de la voluntad en estos procesos? 
Tal como lo expresara, habitualmente en las mediaciones familiares, se tratan conflictos acerca de derechos personales, patrimoniales y situaciones que abarcan ambos asuntos. Es entonces, donde emergía el orden público, como limitación a aquellas decisiones, porque en definitiva aparecía el Estado, quien propugna proteger el interés general al particular. 
En este sentido, también este proceso se tuvo que adaptar a los nuevos tiempos, a las nuevas exigencias sociales, a la mayor complejidad de las relaciones humanas, pero también al nuevo marco normativo legal, que hizo reformular el derecho de familia y sus instituciones.

Nelly Minyersky expresa: “Este Código ha incorporado la aparición de los nuevos principios, en especial el de “democratización de la familia” y del de “multiculturalidad”, ambos de tanto peso que algunos autores contemporáneos entienden que se ha pasado del “derecho de familia” al “derecho de las familias”, en plural.”

 Nelly Minyersky refiere a que “Las diferentes y múltiples formas familiares que existen en nuestra sociedad, si bien son el resultado de años de gestación, también son el resultado del reconocimiento de la autonomía de la voluntad de los individuos, no solo sobre su propia vida, sino sobre su vida familiar. Cada individuo, más allá del derecho positivo del lugar en el que vive, decide formar su familia del modo en que lo considere apropiado.
Este modelo nuevo de familia nace en un modelo democrático, en tanto los individuos, además de respetar su libre determinación o su autonomía personal, respetan la del resto de los integrantes de la familia y, basados en principios de tolerancia y solidaridad, crean su propio modelo de familia.

Que las distintas situaciones que se presentan estén legisladas resulta trascendente, por cuanto, por un lado, todas esas posibilidades pasan a tener una presencia real y concreta en la sociedad y, por el otro, no deja margen para considerar que la política que se implemente al respecto constituya una concesión gratuita, sino el cumplimiento de una obligación en el respeto, garantía y efectivización de los derechos en un marco de libertad, igualdad, justicia y pluralismo”.

Así entonces, volviendo al alcance de la autonomía de la voluntad en la construcción de acuerdos en mediación familiar, debemos analizar este principio de acuerdo a los nuevos lineamentos del Código Civil y Comercial de la Nación.
La autonomía de la voluntad: Lineamientos generales en el Nuevo Código Civil y Comercial.

En el derecho privado siempre fue difícil delimitar los ámbitos de la autonomía de la voluntad y el del orden público, situación esta que en el derecho de familia se complejizaba mas.
Este principio ,lo encontrábamos en el viejo artículo 1197 del Código Civil de Vélez: “Las convenciones hechas en los contratos forman para las partes una regla a la cual deben someterse como a la ley misma.“, el cual se lo entendía como una total  libertad del hombre sin intervención del estado en sus actividades, siendo la regla principal en las cuestiones privadas y patrimoniales.
Sin embargo, sus límites fueron el abuso del derecho y la protección de la parte débil de la relación jurídica. Limites que fueron incorporados a nuestro derecho positivo por la Ley 17.711: “Artículo 1071: El ejercicio regular de un derecho propio o el cumplimiento de una obligación legal no puede constituir como ilícito ningún acto.

La ley no ampara el ejercicio abusivo de los derechos. Se considerará tal al que contraríe los fines que aquélla tuvo en mira al reconocerlos o al que exceda los límites impuestos por la buena fe, la moral y las buenas costumbres”.
Inversamente, el Código Civil y Comercial actual, expresa en el Artículo 2651.- Autonomía de la voluntad. Reglas. Los contratos se rigen por el derecho elegido por las partes en cuanto a su validez intrínseca, naturaleza, efectos, derechos y obligaciones. La elección debe ser expresa o resultar de manera cierta y evidente de los términos del contrato o de las circunstancias del caso. Dicha elección puede referirse a la totalidad o a partes del contrato. 

El ejercicio de este derecho está sujeto a las siguientes reglas:

a. en cualquier momento pueden convenir que el contrato se rija por una ley distinta de la que lo regía, ya sea por una elección anterior o por aplicación de otras disposiciones de este Código. Sin embargo, esa modificación no puede afectar la validez del contrato original ni los derechos de terceros;

b. elegida la aplicación de un derecho nacional, se debe interpretar elegido el derecho interno de ese país con exclusión de sus normas sobre conflicto de leyes, excepto pacto en contrario;

c. las partes pueden establecer, de común acuerdo, el contenido material de sus contratos e, incluso, crear disposiciones contractuales que desplacen normas coactivas del derecho elegido;

d. los usos y prácticas comerciales generalmente aceptados, las costumbres y los principios del derecho comercial internacional, resultan aplicables cuando las partes los han incorporado al contrato;

e. los principios de orden público y las normas internacionalmente imperativas del derecho argentino se aplican a la relación jurídica, cualquiera sea la ley que rija el contrato; también se imponen al contrato, en principio, las normas internacionalmente imperativas de aquellos Estados que presenten vínculos económicos preponderantes con el caso; 

f. los contratos hechos en la República para violar normas internacionalmente imperativas de una nación extranjera de necesaria aplicación al caso no tienen efecto alguno;

g. la elección de un determinado foro nacional no supone la elección del derecho interno aplicable en ese país.

Este artículo no se aplica a los contratos de consumo.
Aplicado este principio en el ámbito del Derecho de las familias, surge precisamente la posibilidad de realizar convenciones dentro del actual régimen patrimonial del matrimonio, en los pactos de convivencia y en la voluntad unilateral para iniciar el divorcio.

De esta forma, lo único que podría criticársele a la nueva norma sería la necesidad de proteger a la parte débil en las relaciones de familia. 
Aun así tenemos en el plexo normativo, por ejemplo las leyes contra la violencia familiar (Ley Nacional N° 24.417 o Ley Provincial N° 7264) o contra la violencia de género (Ley Nacional n° 26.485), las que establecen restricciones a la voluntad cuando se detectan situaciones de vulnerabilidad o de peligro para sus miembros en el caso de las primeras o específicamente para la mujer en el caso de la ultima.

En la primera parte del art. 19 de la CN: "las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están sólo reservadas a Dios, y exentas de la autoridad de los magistrados", se planteaba la problemática de los límites entre la autonomía de la voluntad y el orden público.
Así, en el Código Civil y Comercial se establece el principio de autonomía y libertad, cuyo límite que anteriormente se conocía como “orden público” se funda en dos nociones: 1) responsabilidad y 2) solidaridad familiar, nociones que la limitan, restringen o morigeran.
Mediación y familia: Propuestas superadoras a la luz del Nuevo Código Civil y Comercial.

En los procesos de familia, la legislación propone que las partes no se vean impulsadas a litigar. Los ordenamientos jurídicos buscan procesos no adversariales para los trámites judiciales familiares (divorcio y cuestiones conexas: alimentos, régimen comunicacional, ejercicio de la responsabilidad parental, entre otros).

El Código Civil y Comercial de la Nación expreso esta situación en el Art. 642: “Desacuerdo. En caso de desacuerdo entre los progenitores, cualquiera de ellos puede acudir al juez competente, quien debe resolver por el procedimiento más breve previsto por la ley local, previa audiencia de los progenitores con intervención del Ministerio Público. 

Si los desacuerdos son reiterados o concurre cualquier otra causa que entorpece gravemente el ejercicio de la responsabilidad parental, el juez puede atribuirlo total o parcialmente a uno de los progenitores, o distribuir entre ellos sus funciones, por un plazo que no puede exceder de dos años. El juez también puede ordenar medidas de intervención interdisciplinaria y someter las discrepancias a mediación”.

El espíritu de la mediación, encuentra soluciones que permiten generar una lógica ganar- ganar, a diferencia del paradigma ganar- perder, propio del juicio o la sentencia judicial.
El Código Civil y Comercial de la Nación y su implementación en la práctica de la mediación.

Delimita el nuevo ámbito de la mediación previa y obligatoria los principios del Artículo 706 CCyCN:” Principios generales de los procesos de familia. El proceso en materia de familia debe respetar los principios de tutela judicial efectiva, inmediación, buena fe y lealtad procesal, oficiosidad, oralidad y acceso limitado al expediente.

a. Las normas que rigen el procedimiento deben ser aplicadas de modo de facilitar el acceso a la justicia, especialmente tratándose de personas vulnerables, y la resolución pacífica de los conflictos.

b. Los jueces ante los cuales tramitan estas causas deben ser especializados y contar con apoyo multidisciplinario. 

c. La decisión que se dicte en un proceso en que están involucrados niños, niñas o adolescentes, debe tener en cuenta el interés superior de esas personas.”

Resultando, de esta forma dificultoso compatibilizar la Ley de mediación local con los principios procesales mencionados.
Así en el Artículo 438 CCyCN: “Requisitos y procedimiento del divorcio. Toda petición de divorcio debe ser acompañada de una propuesta que regule los efectos derivados de éste la omisión de la propuesta impide dar trámite a la petición.

Si el divorcio es peticionado por uno solo de los cónyuges, el otro puede ofrecer una propuesta reguladora distinta. 

Al momento de formular las propuestas, las partes deben acompañar los elementos en que se fundan; el juez puede ordenar, de oficio o a petición de las partes, que se incorporen otros que se estiman pertinentes. Las propuestas deben ser evaluadas por el juez, debiendo convocar a los cónyuges a una audiencia.

En ningún caso el desacuerdo en el convenio suspende el dictado de la sentencia de divorcio.

Si existe desacuerdo sobre los efectos del divorcio, o si el convenio regulador perjudica de modo manifiesto los intereses de los integrantes del grupo familiar, las cuestiones pendientes deben ser resueltas por el juez de conformidad con el procedimiento previsto en la ley local. “

Recordemos la Ley de Mediación local 7844, Art. 3°: “Quedan excluidas de la mediación prejudicial obligatoria las siguientes causas: 

b) Acciones de separación personal y divorcio, nulidad de matrimonio, filiación y patria potestad, con excepción de las cuestiones patrimoniales derivadas de éstas. El Juez deberá dividir los procesos, derivando la parte patrimonial al mediador. 

En la práctica cotidiana de los mediadores judiciales, el espacio adecuado para intentar la solución pacífica y consensuada de los conflictos familiares, se convertía en el espacio para consensuar los convenios reguladores.
Con el nuevo régimen, la intervención del Juez para indagar sobre la responsabilidad en la ruptura matrimonial (anterior Art. 202, C.C.) y también aquella otra que reclamaba su participación a fin de valorar la entidad de la presentación conjunta de los cónyuges (anteriores arts. 215 y 236 C.C) cambió.
De esta forma, lo que las partes no consensuan con las propuestas reguladores presentadas por cada parte, los juzgados los derivan al proceso pertinente: alimentos, régimen comunicacional, liquidación de la sociedad conyugal, etc., los que ocurren a la mediación previa y obligatoria.

Creemos que el abordaje de conflictos familiares con miras al logro de convenios reguladores con efectos en los trámites de divorcio requiere de la celebración de varias audiencias para acompañar y comprender los movimientos de la dinámica familiar, mas aun con el cambio de la nueva realidad familiar, por lo que sería oportuno, que la construcción del convenio regulador se tratase en forma previa en el proceso de mediación.
VIOLENCIA FAMILIAR Y MEDIACIÓN.

La Mediación, reiteramos, puede definirse como un método de resolución alternativa de disputas, en el que dos o más partes involucradas en un conflicto trabajan con un profesional imparcial, el mediador, para generar sus propias soluciones a sus diferencias.

No obstante algunos asuntos están excluidos, según la Ley de Mediación de la Provincia N° 7844, Art. 3, quedan excluidas del ámbito de la mediación las siguientes causas:

g) Medidas cautelares hasta que se decidan las mismas, agotándose respecto de ellas las instancias recursivas ordinarias, continuando luego el trámite de la Mediación. 

Se cree que la violencia familiar, corresponde a la órbita pública y que debe estar excluida del ámbito de la mediación, esto en virtud de la Legislación vigente sobre la temática y que debemos armonizar con la normativa vigente sobre mediación.
En nuestro ámbito jurídico provincial diferenciamos dos tipos de procedimientos: 

1. El sistema del llamado “depósito de personas” del Código de Procedimiento Civil y Comercial de la Provincia de Tucumán y 

2. El de la Ley provincial nº 7264 de “Protección contra la violencia familiar”.

Así en el primer sistema, la protección solo era para la familia legal, entendiéndose por esta a la proveniente del matrimonio civil, por lo tanto solo se protege con él a la mujer casada. Cabe también tomar el nombre con el que en el quehacer tribunalicio se conoce “Deposito de Persona”, el cual es denigrante de la mujer y que además deja de lado a las concubinas. (Hoy llamadas Convivientes)
Este aun subsiste y coexiste con la ley 7264, quien protege a las mujeres unidas de hecho, las que se encuentran en relación de noviazgo e inclusive las que se encuentran separadas de hecho de sus esposos, ex concubinos y ex novios.

Esta ley provincial tiene como finalidad la prevención y/o la asistencia y/o la atención integral, de un tipo de violencia, la denominada Violencia Familiar. 

Destacamos que en la práctica jurídica diaria, este tipo de violencia se encuadra desde una perspectiva legal familiar y no como Violencia de género; entendida esta como: aquella que utiliza el varón contra la mujer cuando usa su poder y su injustificada supremacía cultural y/o económica y, se da no solamente en la pareja heterosexual de adultos, sino también en todos los grupos sociales. 

Por lo que nuestra ley provincial, consideramos se encuadraría más bien en la denominada: “violencia de pareja” que se da preferentemente en parejas adultas heterosexuales, pero ocurre también entre parejas homosexuales o entre padres o madres e hijos o hijas y, en general, cuando existe entre dos personas un fuerte vínculo afectivo y una convivencia más o menos prolongada y preferentemente exclusiva. 

López y Pueyo refieren que "la violencia contra la pareja es cualquier intento, amenaza o violencia real perpetrada por un hombre o una mujer contra alguien con quien se tiene, o ha tenido, una relación sentimental íntima”.
Esta forma de violencia se puede clasificar: Maltrato contra la mujer, se conoce como "violencia de género"; Maltrato de la mujer hacia el hombre y Maltrato reciproco.

En diciembre de 1994, se sanciona la Ley N° 24.417 de Protección contra la Violencia Familiar. Punto de partida para esta ley, ha sido el estudio de la relación interpersonal, por lo que contempla la función primordial de la familia de “protección psicosocial de sus integrantes”, al considerar al individuo como ser social, es decir, en su relación con el otro, por lo que fija conductas e impone sanciones. 

Esto permite asegurar la responsabilidad personal del agresor y eliminar la idea de represión, al pensar la acción estatal como una operación que otorga igual garantía para todos los miembros de la familia. Sin embargo, ésta es una visión limitada ya que no contempla, la preservación y la protección de la autonomía, la dignidad, la igualdad de cada uno y cada una de los que la integran.  

No obstante en los últimos años se han producido importantes transformaciones sociales, económicas y culturales que han tenido un gran impacto en todos los ámbitos de la sociedad y, también, en las relaciones que se desarrollan entre los miembros de una familia. Estas transformaciones han sido recogidas en las convenciones internacionales de derechos humanos, en especial en la Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, en cuanto a que sus disposiciones reconocen la autonomía y el ejercicio de los derechos ciudadanos por parte de las mujeres. 

Llegamos así, a la Ley 26.485 sobre “Protección Integral a las Mujeres para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales”, que proporciona una respuesta legal sistémica a la violencia contra las mujeres con una dimensión transversal proyectando su influencia sobre todos los ámbitos de la vida y, especialmente en las esferas política, civil, laboral, económica, social, cultural y artística. Por lo que del contexto de esta ley, el Estado tiene la responsabilidad ya no sólo de prestar asistencia, protección y garantizar justicia a las mujeres víctimas de la violencia doméstica sino que además, la nueva normativa abarca también los aspectos preventivos, educativos, sociales y judiciales y asistenciales.

No obstante en la práctica cotidiana en nuestra provincia, la fiscalía de instrucción penal interviniente, una vez que fija una Medida cautelar de restricción de acercamiento; deriva estas causas, al fuero civil en familia caratuladas como “residuales”, allí la mujer deberá buscar un abogado que la asista en el fuero civil, pues deberá ratificar la demanda civil para así instar el proceso.

Una vez instado, generalmente se topa con los Juzgados de familia, los cuales buscan realizar un convenio entre las partes. Convenios estos que generalmente se refieren a: atribución del hogar, alimentos provisorios, tenencia y régimen comunicacional con los menores por parte del padre violento.

A estas audiencias suelen concurrir, la Defensoría de menores y operadores del Gabinete Psicosocial de Tucumán, trabajadores sociales o Psicólogos. Generalmente, se hace una entrevista a los adultos y los niños y en los convenios, se ratifican las medidas de restricción de acercamiento, se fijan alimentos y visitas, pues las mujeres, muchas veces se encuentran si medios económicos propios por lo que acceden a estos convenios.

En ocasiones, los hombres no aceptan los convenios, por lo que estos pedidos deben ocurrir por la vía procesal del Juicio de alimentos reservado a la madre, que como esposa pide alimentos para sí misma y para sus hijos y el régimen comunicacional y el pedido de ejercicio del cuidado de los hijos al hombre.

También, a veces, en los procesos de mediación familiar puede suceder que salga a la luz la existencia de situaciones de violencia, casos que llegan al Centro de Mediación caratulados como: alimentos, régimen comunicacional, etc., sin embargo, en muchos de ellos, puede surgir del relato de los protagonistas que la violencia ha existido durante la convivencia.

Marines Suárez plantea que "no es posible negar o invisibilizar esta realidad. Los mediadores que trabajan en este campo se van a encontrar casi siempre con situaciones con un alto contenido emocional, pero además van a escuchar relatos de episodios de violencia. Una de las características de las mediaciones familiares es que en ellas se "ventilan" temas de violencia”.
Ante este contexto, deben los mediadores estar preparados y saber cómo actuar. Situación en la que los operadores (mediadores) deben evaluar cada caso en concreto y tratar de solucionar el conflicto o cerrar el proceso y derivarlo al Juzgado de origen.

Tengamos en cuenta que no todos los casos podrán ser tratados en mediación.

El mediador deberá evaluar de qué tipo de violencia se trata: si es circunstancial, que surge a partir de conflictos puntuales y desaparece una vez resueltos éstos o si se trata de una violencia estructural, siendo la agresión sistemática y permanente, para dominar completamente al otro.

Cuando la violencia es “circunstancial”, la mediación puede ser para las partes un espacio de reflexión y de negociación.

Cuando estamos ante una "violencia estructural", es difícil la intervención de un tercero, como el mediador.

A lo largo del trabajo se tuvo en cuenta el Principio de la Autonomía de la Voluntad, por lo que consideramos que se debe aplicar en caso de violencia estructural, el límite legal de los principios de orden público y las normas internacionales imperativas del derecho argentino (la “Convención de Belem Do Pará”, la“ Convención Interamericana para la Sanción, Prevención y Erradicación de la Violencia contra la Mujer “ y la” Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer) , ya que el inc. e del art 2651 CCyCN dispone que “cualquiera sea la ley que rija el contrato se debe respetar el derecho regulador bajo nociones de orden público”.

El mediador interviniente debe recordar que la violencia de género y/o familiar, inclusive la violencia sexual son delitos de acción pública, es decir no depende de la voluntad de la agredida continuar con el caso, ya que el Estado debe asumir esa causa y es su deber llevarla hasta el final.

Por último, el principio de intervención mínima del Estado implica que el Estado va intervenir, por intermedio de la justicia de familia, solo cuando resulte necesario o indispensable hacerlo, es decir, en todos aquellos casos en que las partes no logren solucionar de mutuo acuerdo sus conflictos familiares, o en los casos que sea necesario actuar para proteger a los más débiles, como en los supuestos de violencia familiar o vulneración de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 

Conclusión 

A modo de conclusión, podemos decir que la mediación familiar, se vincula directamente con el principio de la autonomía de la voluntad en el actual Código Civil y Comercial.

En este momento de la realidad de nuestro país y de nuestra provincia en particular, podemos decir que las familias pueden encontrar en la mediación familiar, soluciones que empoderen a sus integrantes, procurando mantener las relaciones familiares y los vínculos afectivos que establecen.
Debemos comprender que no todas las parejas donde ha existido violencia podrán participar en el proceso de mediación, por ende, no pueden fijarse pautas generales, pudiendo resultar efectivo en algunos casos, pero no en todas las situaciones de violencia familiar.

La mediación puede ofrecer un espacio de dialogo y comunicación que puede ayudar a restablecer, modelos de conducta familiar erradicando la violencia, siempre y cuando puedan ser consensuados por las partes.

Por lo expuesto, afirmamos que admitir la mediación en supuestos de violencia de género requiere prudencia por parte de los mediadores e inclusive conlleva, que estos operadores se especialicen en la temática y trabajen de manera interdisciplinaria.

Más allá de esto, creemos que las ventajas del procedimiento de mediación, provoca en la sociedad, la democratización de la familia, de forma que sus proposiciones filosóficas y sus principios normativos sostienen los derechos de las familias, de los padres, de los niños y adolescentes, como modo de alcanzar el fin último de la mediación cual es, la pacificación social.
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